
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  
Título primero  
Capítulo I De las Garantías Individuales  
 

Artículo 6°.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna 
inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, 
los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden publico; el 
derecho de replica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El 
derecho a la información será garantizado por el estado.  
(Reformado mediante decreto publicado en el diario oficial de la federación 
el 13 de noviembre de 2007.)  

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la federación, los 
estados y el distrito federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se 
regirán por los siguientes principios y bases: (adicionado mediante decreto 
publicado en el diario oficial de la federación el 20 de julio de 2007.)  

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, 
órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y solo 
podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 
publico en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de 
este derecho deberá prevalecer el principio de máxima 
publicidad.  
(adicionado mediante decreto publicado en el diario oficial de 
la federación el 20 de julio de 2007.)  

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excepciones 
que fijen las leyes.  
(adicionado mediante decreto publicado en el diario oficial de 
la federación el 20 de julio de 2007.)  

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o 
justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información 
pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.  
(adicionado mediante decreto publicado en el diario oficial de 
la federación el 20 de julio de 2007.)  

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se 
sustanciarán ante órganos u organismos especializados e 
imparciales, y con autonomía operativa, de gestión y de 
decisión.  
(adicionado mediante decreto publicado en el diario oficial de 
la federación el 20 de julio de 2007.)  

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en 
archivos administrativos actualizados y publicarán a través de los 
medios electrónicos disponibles, la información completa y 
actualizada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los 
recursos públicos.  
(adicionado mediante decreto publicado en el diario oficial de 
la federación el 20 de julio de 2007.)  



VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados 
deberán hacer pública la información relativa a los recursos 
públicos que entreguen a personas físicas o morales.  
(adicionado mediante decreto publicado en el diario oficial de 
la federación el 20 de julio de 2007.) 

VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la 
información pública será sancionada en los términos que 
dispongan las leyes.  
(adicionado mediante decreto publicado en el diario oficial de 
la federación el 20 de julio de 2007.)  

Constitución Política del Estado de Jalisco   
 
Artículo 4º.- Toda persona, por el sólo hecho de encontrarse en el territorio del 
Estado de Jalisco, gozará de los derechos que establece esta Constitución, 
siendo obligación fundamental de las autoridades salvaguardar su 
cumplimiento. 
 
El derecho a la información pública será garantizado por el Estado en los 
términos de esta Constitución y la ley respectiva. 
 
Artículo 9º.- El derecho a la información pública tendrá los siguientes 
fundamentos: 
 
I. La consolidación del estado democrático y de derecho en Jalisco; 
 
II. La transparencia y la rendición de cuentas de las autoridades estatales y 
municipales, mediante la apertura de los órganos públicos y el registro de los 
documentos en que constan las decisiones públicas y el proceso para la toma 
de éstas; 
 
III. La participación ciudadana en la toma de decisiones públicas, mediante el 
ejercicio del derecho a la información; 
 
IV. La información pública veraz y oportuna; 
 
V. La protección de la información confidencial de las personas; y 
 
VI. La promoción de la cultura de transparencia, la garantía del derecho a la 
información y la resolución de las controversias que se susciten por el ejercicio 
de este derecho a través del Instituto de Transparencia e Información Pública 
de Jalisco. 
 
El Instituto es un órgano público autónomo, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio. 
 
Contará con un Consejo conformado por un Presidente y dos consejeros 
titulares, así como por los suplentes respectivos; los miembros del Consejo serán 
nombrados mediante el voto de dos terceras partes de los integrantes del 
Congreso del Estado, o por insaculación, conforme a los requisitos y 
procedimientos que establezca la ley. 



 
El Instituto tendrá las atribuciones específicas que la ley le otorgue; sus 
resoluciones serán definitivas e inatacables, vinculantes y deberán ser 
cumplidas por los Poderes, entidades y dependencias públicas del Estado, 
Ayuntamientos y por todo organismo, público o privado, que reciba, 
administre o aplique recursos públicos estatales o municipales. 
 
Artículo 15.- Los órganos del poder público del Estado proveerán las condiciones 
para el ejercicio pleno de la libertad de los individuos y grupos que integran la 
sociedad y propiciarán su participación en la vida social, económica, política y 
cultural de la entidad. Para ello: 
 
IX. Las autoridades estatales y municipales promoverán y garantizarán la 
transparencia y el derecho a la información pública en el ámbito de su 
competencia. 
 
Artículo 92.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título, 
se consideran servidores públicos a los representantes de elección popular; a 
los miembros del Poder Judicial del Estado e integrantes del Tribunal de 
Arbitraje y Escalafón previstos en esta Constitución; a los miembros del Instituto 
Electoral del Estado; a los integrantes de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos, los miembros del Instituto de Transparencia e Información Pública de 
Jalisco; y en general, a toda persona que desempeñe un cargo o comisión de 
cualquiera naturaleza en la administración pública del Estado o de los 
municipios, así como a quienes presten servicios en los organismos 
descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal o 
municipal mayoritaria, quienes serán responsables por los actos u omisiones en 
que incurran por el desempeño de sus respectivas funciones.  
 
Artículo 97.- El procedimiento del juicio político se regirá conforme a las 
siguientes prevenciones: 

  
I. Serán sujetos de juicio político, los diputados del Congreso del Estado; los 
magistrados del Poder Judicial y jueces de primera instancia; los titulares de las 
secretarías dependientes del Poder Ejecutivo del Estado, el Contralor del Estado, 
el Procurador General de Justicia y el Procurador Social; los integrantes del 
Consejo General del Poder Judicial, los consejeros electorales del Instituto 
Electoral del Estado; el Presidente y los consejeros (sic) de la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos; el Presidente y consejeros del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco; el Auditor Superior del Estado; los presidentes, 
regidores, síndicos o concejales; los funcionarios encargados de la secretaría 
general de los Ayuntamientos; los funcionarios encargados de las haciendas 
municipales; así como los titulares de organismos públicos descentralizados y 
empresas de participación estatal y municipal mayoritaria; 
 
Artículo 100.- Para actuar penalmente contra los diputados al Congreso del 
Estado; los titulares de las secretarías del Poder Ejecutivo, el Procurador General 
de Justicia y el Procurador Social; los magistrados del Poder Judicial del Estado; 
el Presidente y los consejeros ciudadanos de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos; consejeros electorales del Instituto Electoral del Estado; el Presidente y 
consejeros del Instituto de Transparencia e Información Pública de Jalisco; el 



Auditor Superior del Estado; los presidentes municipales, regidores, síndicos y 
concejales de los ayuntamientos o concejos municipales, se requerirá establecer 
la procedencia de acuerdo a las siguientes normas: 
 


